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Resumen

El estudio de caso versó sobre el proceso disciplinario EE-MECAL-2021-18 en etapa de indagación, 
que dio apertura la Oficina de Control Interno Disciplinario de la Policía Metropolitana de Cali de 
manera oficiosa. La indagación buscaba la recolección de medios de prueba y la individualización 
e identificación del autor (s) de la falta disciplinaria, por la comisión de una conducta que consistió 
en exigir sumas de dinero para no realizar procedimiento de captura a un transportador. El ob-
jetivo general de la investigación consistió en probar la tensión entre el debido proceso y la iden-
tificación del sujeto disciplinable a partir de un anónimo en el régimen disciplinario de la Policía 
Nacional. El estudio de caso se llevó a cabo con un enfoque cualitativo, utilizando la técnica docu-
mental para la recolección y análisis de la información. La investigación concluyó que el operador 
disciplinario acumuló en indebida forma el proceso EE-MECAL-2021-18.

Palabras Claves: El debido proceso, prueba anónima, proceso disciplinario, identificación del 
sujeto disciplinable.

Abstrac

The case study focused on the EE-MECAL-2021-18 disciplinary process at the investigation stage, 
which was opened ex officio by the Internal Disciplinary Control Office of the Metropolitan Police 
of Cali. The investigation sought to collect evidence and to identify and identify the perpetrator(s) 
of the disciplinary offense, for the commission of a conduct that consisted of demanding sums of 
money to avoid arresting a transporter. The general objective of the investigation was to prove the 
tension between due process and the identification of the disciplinary subject based on anony-
mous information in the disciplinary regime of the National Police. The case study was carried out 
with a qualitative approach, using the documentary technique for the collection and analysis of 
information. The investigation concluded that the disciplinary operator improperly accumulated 
the EE-MECAL-2021-18 process.

Keywords: Due process, anonymous evidence, disciplinary process, identification of the discipli-
nary subject.



33

Introducción

El estudio de caso versó sobre el proceso disciplinario EE-MECAL-2021-18 en etapa de indagación, 
que dio apertura la Oficina de Control Interno Disciplinario de la Policía Metropolitana de Cali de 
manera oficiosa. En esta etapa se buscaba la recolección de medios de prueba y la individualiza-
ción e identificación del o los autores de la falta disciplinaria, por la comisión de una conducta que 
consistió en exigir sumas de dinero para no realizar procedimiento de captura a un transportador 
de carga. 

El objetivo general de la investigación consistió en probar la tensión entre el debido proceso y 
la identificación del sujeto disciplinable a partir de un anónimo en el régimen disciplinario de la 
Policía Nacional en el caso de radicado EE-MECAL-2021-18. El estudio de caso se llevó a cabo con 
un enfoque cualitativo, utilizando la técnica documental para la recolección y análisis de la infor-
mación. 

Se abordó, el debido proceso y el valor probatorio del anónimo en el régimen disciplinario de la 
Policía Nacional de Colombia, hallando que el debido proceso como derecho fundamental debe 
estar contenido en todas las fases del proceso como principio del derecho a la defensa y contra-
dicción. Sobre el anónimo, se determinó que no se encuentra dentro de los medios prueba acep-
tados y solo será tenido en cuenta como noticia disciplinaria si trae consigo información concreta 
y verificable.

Del mismo modo fueron analizadas las actuaciones procesales dentro del proceso disciplinario 
EE-MECAL-2021-18. De las cuales se extrajo que los hechos ocurren en el año 2021 en vigencia 
de la Ley 734 (2002) y dio apertura de manera oficiosa la oficina de control interno disciplinario 
MECAL de la ciudad de Cali (Valle), cuyo operador jurídico conexo una noticia disciplinaria anóni-
ma y el proceso objeto de estudio, sin motivar en debida forma la aplicación de una conexidad 
sustancial o la práctica de una prueba.

Por último, se estudió la vulneración del debido proceso: identificación del sujeto disciplinable a 
partir de un anónimo. Ello permitió conocer que un anónimo trasladado por el señor comandante 
de la policía metropolitana de la ciudad de Santiago de Cali al jefe de la oficina de control interno 
disciplinario fue usado como insumo para justificar la vinculación formal a la etapa de investiga-
ción disciplinaria a un funcionario de la Policía Nacional, dejando de lado los medios de prueba 
aceptados y conocidos para la identificación e individualización de una persona.

El debido proceso y el valor probatorio del anónimo en el régimen disciplinario de la Policía 
Nacional de Colombia

El debido proceso

Antes de iniciar con el estudio del caso EE-MECAL-2021-18, debemos conocer los fundamentos 
del debido proceso. La declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) en su artículo 11, 
reafirma el carácter fundante de la presunción de inocencia, mientras no se pruebe responsabi-
lidad en juicio garante del derecho a la defensa. Por su parte la Convención Americana sobre los 
Derechos Humanos (1969) en su artículo 8 numeral 2, establece que toda persona tiene derecho 
a la presunción de su inocencia hasta que no se establezca su responsabilidad y durante el proce-
so gozará de todas las garantías. Convención que fue ratificada por Colombia en la Ley 16 (1972) 
“Aprueba la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica”.
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En Colombia la Asamblea Constituyente, consideró pertinente darle al debido proceso alcance de 
derecho fundamental, siendo incluido en la Constitución Política Colombiana (1991) en su artícu-
lo 29 definiéndolo como un derecho fundamental de las personas, el cual será aplicado en toda 
clase de actuaciones judiciales y administrativas, el procesado tendrá garantías en su juicio, se 
revisará que sea juzgado con las normas preexistentes a su juicio, sino también la competencia 
y jurisdicción correspondiente. El juez encargado del proceso deberá ser imparcial, idóneo y que 
brinde garantías al procesado y procesado para que goce del derecho a la defensa, contradicción 
y ser escuchado. El debido proceso, se centra en el cumplimiento de exigencias de la ley dentro 
de la noción de la legalidad. 

De igual forma el Congreso de la República en el ordenamiento jurídico, ha incluido el debido 
proceso como un principio rector de la función pública, Ley 270 (1996) “Ley Estatutaria de la Ad-
ministración de Justicia” en su artículo 3, hace referencia a la defensa en todas las clases de ac-
tuaciones de acuerdo a constitución y tratados internacionales por lo cual el sindicado puede 
garantizar ese derecho a la defensa por medio de un abogado de confianza o de oficio, este último 
es suministrado por el Estado; durante el desarrollo de la investigación y etapas de juzgamiento 
la figura del debido proceso está desde el inicio hasta el final de cada etapa procesal garanti-
zando que no existan dilatación injustificadas al presentar las pruebas y controvertirlas como 
también a impugnar la sentencia condenatoria y no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. 
También se considera nula de pleno derecho la prueba obtenida con violación al debido proceso.

Del mismo modo el Congreso de la República, consideró pertinente hacerlo extensivo a las normas 
que regulan el derecho disciplinario como la Ley 1437 (2011) “Por la cual se expide el Código de Pro-
cedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo” en el artículo 3 perpetuar los princi-
pios rectores de la actividad administrativa entre ellos el debido proceso. En el numeral 1 de la nor-
ma citada, estipulo que las actuaciones administrativas deberán velar por adelantar los procesos 
en virtud de las normas procedimentales y de competencia otorgadas por la carta constitucional, 
observando la aplicación de garantías procesales a las partes como defensa del interés particular y 
general, representación por parte de un profesional en derecho y contradecir a la parte actora en 
juicio. Misma forma fue extensiva a la Ley 734 (2002) “Por la cual se expide el Código Disciplinario 
Único”  (en adelante CUD) en su artículo 6; la Ley 1952(2019) “Por medio de la cual se expide el Código 
General Disciplinario, se derogan la Ley 734 de 2002 y algunas disposiciones de la Ley 1474 de 2011, 
relacionadas con el derecho disciplinario” (en adelante CGD) en su artículo 12 ; la Ley 1015 (2006) 
“Por medio de la cual se expide el Régimen Disciplinario para la Policía Nacional” en su artículo 5 y 
la Ley 2196 (2022) “Por medio de la cual se expide el Estatuto Disciplinario Policial” en su artículo 6.

Normas tomadas desde Alexy (1986/1993) serían de derecho fundamental, puesto que trae con-
sigo la carga de expresar un derecho fundamental y la obligación de su garantía. (p.63).  

Para Ferrajoli (1999) son “derechos fundamentales todos aquellos derechos subjetivos que co-
rresponden universalmente a todos los seres humanos en cuanto dotados del status de perso-
nas, de ciudadanos o personas con capacidad de obrar” (p.37). 

Agudelo (2005) considera que el debido proceso es un derecho fundamental que no se hace dis-
tinción de las personas naturales y jurídicas, con participación en procesos direccionados por jue-
ces y autoridades administrativas que deben ceñirse a lo establecido en el ordenamiento jurídico, 
para garantizar la forma del procedimiento, el resultado del estudio del caso y la interpelación de 
las partes en el desarrollo del proceso.
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Improcedencia del anónimo como medio de prueba 

La Corte Suprema de Justicia (2016) indica que el anónimo no es un medio de prueba y solo se le 
reconoce su uso como medio orientador dentro de las labores de indagación preliminar en etapa 
inicial del proceso de investigación que realiza el funcionario investigador y quien debe establecer 
si la información proporcionada trata de una conducta punible que deba adelantarse de manera 
oficiosa y si posee motivos y fácticos que correspondan a la existencia del tipo penal. 

Por su parte el Consejo de Estado (2012), definió que el anónimo verbal o escrito, no posee valor 
probatorio en los procesos disciplinarios. A menos que este se constituya en elemento de una 
infracción o funde atribución de responsabilidad al disciplinado. El Consejo de Estado, cuando in-
dica los elementos de infracción, hace referencia a las faltas disciplinarias que pueden cometer el 
servidor público en el ejercicio de sus labores y que esté relacionada con la denuncia anónima en 
los fácticos y establecer presupuesto que propicie desde un comienzo un camino exitoso para la 
investigación. Por otra parte, cuando se refiere que funde atribución de responsabilidad al disci-
plinado, este último hace referencia a que la denuncia del anónimo tenga fundamento suficiente 
para motivar una decisión. De lo contrario esta denuncia se inadmite por falta de motivación. 

Sobre el mismo asunto la Ley 906 (2004) “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal 
en adelante CPP” en su apartado 69 habla del requisito de la denuncia y en el inciso cuarto indica, 
que los anónimos que no traigan consigo evidencias o información conducente serán archivados 
por quien instruya el proceso,  Del mismo modo el CPP en su postulado 430, precisa que si no es 
posible su autenticación o identificación el documento sé que aporta para la investigación no será 
tenido en cuenta como medio probatorio.

Para darle alcance a lo anterior, se debe conocer qué se entiende como documento auténtico. El 
legislador lo en el artículo 425 CPP que para que un documento se considere auténtico este debe-
rá conocerse la persona que lo haya generado y firmado o certificado por los medios conocidos. 
Si este no cumple con su autenticación no podrá ser admitido como medio de prueba.

Concuerda la Corte Suprema de Justicia (2016), en precisar que aquellas declaraciones que traen 
consigo el señalamiento de un hecho del cual se busca encontrar la verdad, deberá provenir de 
una fuente humana identificada o individualizada, con el ánimo de evitar suspicacias, rumores o 
manifestaciones que carezcan de validez. Ya que en el proceso concurren varios factores, entre 
ellos el derecho a la defensa y la contradicción de los medios de prueba que se alleguen al pro-
ceso. 

Sobre los medios de prueba el CUD en el artículo 69 cita que la acción disciplinaria iniciará de 
oficio o por cualquier medio idóneo y precisa que no procederá por anónimos siempre y cuando 
cumpla los requisitos normativos preestablecidos en los artículos 38 de Ley 190 (1995) “Por la cual 
se dictan normas tendientes a preservar la moralidad en la administración pública y se fijan dispo-
siciones con el fin de erradicar la corrupción administrativa” que no son más que venga acompa-
ñada de medios de prueba que den cuenta de la comisión de una conducta punible o disciplinaria 
que permitan encauzar la actuación de oficio.

El Consejo de Estado (2019), se pronunció y precisó que la queja anónima por sí sola no se cons-
tituye en prueba. También afirma que las acciones disciplinarias no procederán en caso de anó-
nimos, salvo cuando éstas suministren información concreta y verificable que contenga, la cual 
permita al operador jurídico confirmar o desvirtuar dicha información suministrada por una fuen-
te anónima en la posible comisión de la falta disciplinaria. 
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Actuaciones procesales dentro del proceso disciplinario EE-MECAL-2021-18.

Para el momento de los hechos, se encontraba vigente el Código Único Disciplinario CUD. El artí-
culo 69 estipula las formas de dar iniciación al proceso disciplinario. Una de ellas, es por iniciativa 
de la autoridad disciplinaria quien de manera oficiosa apertura la indagación preliminar o investi-
gación disciplinaria. Atendiendo las facultades otorgadas por la Ley la Oficina de Control Discipli-
nario de la Metropolitana de Cali-MECAL (en adelante OCID de la Metropolitana de Cali), mediante 
AUTO de fecha del 22 de enero del 2021 inicia indagación disciplinaria EE-MECAL-2021-18, apli-
cando el procedimiento ordinario.

El procedimiento ordinario, se encuentra contenido en el artículo 150 CUD, en el cual se consig-
nan las bases de la indagación preliminar que no son más que, la búsqueda preliminar de infor-
mación, verificar lo ocurrido, adecuar la conducta, observar si existe causal de exclusión de res-
ponsabilidad disciplinaria o la individualización e identificación del autor o autores de la infracción 
disciplinaria, dando aplicación a los medios de prueba como interrogatorios, peritajes, videos, 
huellas entre otros medios conocidos dentro del ordenamiento jurídico colombiano. 

El proceso EE-MECAL-2021-18, tiene su génesis por hechos ocurridos el día 22 de enero del año 
2021, siendo las dos de la tarde. Del expediente se extracta que dos personas al parecer funcio-
narios de la Policía Nacional de Colombia, exigieron la suma de cuarenta millones de pesos a una 
persona de oficio conductor, para no ser puesto a disposición de la fiscalía general de la Nación 
por la posible comisión de una conducta punible cuando transportaba una mercancía de origen 
irregular.

Dentro de la práctica de prueba ordenadas por la OCID de la Metropolitana de Cali, se encuentra 
escuchar en diligencia de declaración jurada al señor [víctima se reserva el nombre] con el fin de 
que manifestara las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que sucedieron los hechos; ordena 
al secretario del despacho solicitar copia de los registros fílmicos de seguridad de unos estableci-
mientos abiertos al público los cuales fueron entregados por los peticionados.

Acumulación procesal en la etapa de indagación 

Posteriormente al despacho de OCID de la Metropolitana de Cali, es allegado un comunicado de 
fecha 29 de enero de 2021, suscrito por el señor Brigadier General Juan Carlos Rodríguez Acosta 
comandante de la Policía Metropolitana de Cali y quien preside el comité de recepción, atención, 
evaluación y trámite de quejas e informes (en adelante CRAET), trasladando por competencia 
queja anónima 160/2021 al despacho disciplinario que textualmente indicaba: 

Urgente para el General solicitó que por favor nos ayude en la siguiente delicada denuncia 
porque en la policía ya no se sabe en quién se puede confiar. Quiero denunciar a unos policías 
corruptos que no deben estar en la policía y es triste que por unas pocas manzanas podridas 
se dañe la policía, la molestia mía es porque el viernes 22 del mes enero de este año, más 
o menos a las 11:00 de la mañana en un sitio que queda antes de la báscula del peaje del 
Cerrito, dos policías que no usaban uniforme el cabo [se reserva identidad] y el Patrullero 
[se reserva identidad], iban en un carro azul oscuro y pararon un tracto camión color azul de 
placas [se reserva información ] los policías corruptos estos lo amenazaron con capturarlo o 
matarlo si nos les daba 80 millones por la carga que llevaba, el man al ver que eran policías 
llamó al dueño de la carga para escuchar lo que pedían esas ratas. De todo esto sé que el man 
logra negociar en 40 millones luego el cabo [se reserva identidad] se sube al camión y obliga 
al man a ir hasta la estación de servicio San Antonio de Candelaria mientras el otro policía los 
sigue en el carro azul oscuro. 
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Lo peor de todo es que los policías lo hacen subir a las malas al carro azul en la gasolinera de 
Candelaria y lo llevan hasta el centro comercial [se reserva identidad] Palmira, donde lo obli-
garon hacer un retiro de los 40 millones en un Bancolombia dejándolo otra vez hasta el corre-
gimiento del Bolo, no contentos con el robo que le hicieron esos policías corruptos armaron 
un plan para que luego el man cayera con los policías de Candelaria y fuera capturado por no 
haber conseguido los 80 millones.

Mediante AUTO de fecha 04 de marzo del 2021, la OCID de la Metropolitana de Cali, indica que se 
le allega comunicado oficial del señor Brigadier General Juan Carlos Rodríguez Acosta, de fecha 
29 de enero del 2021, por el cual se remite queja número 160/2021, en la cual se coloca de pre-
sente hechos donde al parecer el subintendente [se reserva identidad] y Patrullero [se reserva 
identidad], funcionarios de la Policía Nacional, el 22 de enero de 2021, realizaron exigencia de 
dinero al conductor de un tractocamión de placas [se reservan datos], hechos que se relaciona a 
los ya puestos en conocimiento en el cartapacio de la indagación preliminar EE-MECAL-2021-18, 
de ahí que, como quiera que se avista la necesidad de recaudar prueba documental con el fin de 
perfeccionar la indagación disciplinaria y observando que se encuentran en los términos para la 
instrucción de la misma, la OCID de la Metropolitana de Cali en aras de no entrar en un desgaste 
administrativo futuro, entró a considerar la decisión con fundamento en la similitud de la infor-
mación que se encontraba entre el proceso EE-MECAL-2021-18 y la queja anónima 160/21.

Del acto administrativo no se extracta, cual es el fundamento jurídico, que tipo de conexidad 
aplicaría y porque la queja anónima cumple con los requisitos para ser conexo al proceso objeto 
de estudio. Actuación del despacho que se le conoce como falta de motivación del acto adminis-
trativo.

El despacho ordena la práctica de la pruebas de oficio entre las que se encontraría solicitar me-
diante comunicado oficial si para la fecha 22/01/2021, existen los policiales en grado y nombres 
Subintendente [se reserva identidad] y Patrullero [se reserva identidad] y allegar toda la infor-
mación de los uniformados y solicitar mediante comunicado oficial si para la fecha 22/01/2021, 
unidades policiales de la Estación de Policía Candelaria, realizaron procedimiento de captura con 
el señor [se reserva identidad].

Por lo ordenado en la práctica de pruebas al despacho le fue allegada la información solicitada 
sobre el Subintendente [se reserva identidad] y el Patrullero [se reserva identidad]. Del mismo 
modo la Estación de Policía Candelaria, le fue proporcionó cincuenta y un (51) folios de procedi-
miento de captura del señor [se reserva identidad].

El CUD contiene conexidad por factor de competencia procesal y sustancial. La conexidad proce-
sal se haya contenida en el artículo 79 de la citada norma, indica que se da cuando funcionarios 
de distintas entidades públicas cometan faltas conexas que deberán ser adelantadas por cada 
OCID solo se mantendrá la unidad procesal si es adelantada la indagación o investigación por el 
Ministerio Público. Y conexidad sustancial se encuentra en el artículo 81 la cual estipula que si uno 
o varios funcionarios de una misma entidad cometan faltas conexas se investigarán y sancionarán 
en un mismo proceso. 

En congruencia la Ley 1015 de 2006, vigente en la etapa de indagación, en el artículo 53 puntúa 
que la acumulación se dará cuando se adelanten varias investigaciones contra un mismo funcio-
nario, mismo procedimiento y no se haya comunicado el pliego de cargos.
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Sobre la conexidad sustancial, la Corte Suprema de Justicia (2019), señala que se da cuando exis-
te una relación o nexo estrecho de cada una de las conductas bien sea por cadena de hechos 
con relación al fin principal o dos hechos distintos para asegurar el fin de otro hecho u ocultar la 
comisión de otra conducta que obliga su investigación y juzgamiento en conjunto. La conexidad 
procesal, se hace conveniente por la comunión de autores, igualdad del modo de operación o 
varias pruebas, todo ello en busca de la eficiencia procesal.

Por su parte el Consejo de Estado (2019) recoge los conceptos de la Procuraduría General de 
la Nación que indica que la conexidad sustancial requiere diferentes faltas imputables a uno o 
varios funcionarios y un nexo preciso. Puede darse por teleología por la comisión de varias con-
ductas para alcanzar un resultado. O Consecuencial, en la cual el funcionario público comete una 
falta y esta conlleva a otra.

Del análisis de las normas procesales y la jurisprudencia de las altas Cortes, se advierte que la co-
nexidad sustancial debe cumplir dos requisitos. El primero, que el disciplinado se encuentre legal-
mente identificado en los procesos disciplinarios que se pretenden acumular y segundo que las 
faltas se relacionan entre sí. Requisitos no hallados en las noticias disciplinarias EE-MECAL-2021-18 
el cual no se había cumplido la identificación del sujeto disciplinario y la queja anónima 160/2021 
que contenía dos nombres hipotéticos.

Mejía (2018), explica que las conexidades devienen de la concurrencia en que todas las conductas, 
tienen relación causa y efecto, no le es dado al intérprete de la norma darle cualquier dimensión 
de conexidad. 

Mediante AUTO de fecha 09 de marzo del 2021, la OCID de la Metropolitana de Cali remite por 
competencia a la Oficina de Control Interno Disciplinario Valle (en adelante OCID Valle), por con-
siderar que los hechos se presentan en jurisdicción del Departamento de Policía Valle y remite 
todo lo actuado.

Vulneración del debido proceso: identificación del sujeto disciplinable a partir de un anó-
nimo

Retomando las actuaciones de la OCID Valle, el AUTO de fecha 20 de mayo del 2021, relaciona 
que cuenta con material probatorio y relaciona la queja SI QR2S número 36317-20210128 del 
25/01/2021 [Queja anónima 160/2021]. Y considera que la queja advierte que los funcionarios de 
Policía Subintendente [se reserva identidad] y Patrullero [se reserva identidad] son los autores de 
cometer la presunta conducta que se investiga, es por ese motivo, por el cual la OCID Valle, soli-
cita al Grupo de Talento Humano MECAL los nombres completos y cedulas del Subintendente [se 
reserva identidad] y Patrullero [se reserva identidad].

La identificación del sujeto disciplinable en el proceso EE-MECAL-2021-18, se da por los motivos 
expuesto en el AUTO de fecha 05 de julio de 2021, la OCID Valle, en donde se consideró que los 
nombres proporcionados en la Queja anónima 160/2021 coinciden con los datos entregados por 
la oficina de Talento Humano MECAL y la Seccional de Investigación Criminal DEVAL y la informa-
ción consultada en RUNT de las placas de un vehículo [se reserva información].
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Sobre la producción de los actos administrativos como el acto de trámite relacionado. El Consejo 
de Estado (2008), indicó que es obligatorio motivar el acto, sustentarlo en hechos verdaderos y 
exhibidos al momento de su creación. Del mismo modo el Consejo de Estado (2018), lo consideró 
como un vicio procedimental y causal de nulidad, la expedición de actos administrativos sin el 
cumplimiento de todos los requisitos, porque estos actos deben contener elementos jurídicos 
y probatorios que justifiquen su producción y la decisión que contengan. Ahora bien, de la revi-
sión del acto administrativo del 05 de julio del 2021, se puede colegir que esta decisión vulnera 
el debido proceso porque se sustenta en una prueba anónima, que además fue indebidamente 
vinculada al proceso.

Como se vio, la queja anónima 160/2021, fue preponderante para el operador jurídico, para tomar 
la decisión de vincular al funcionario y no a otro del universo de colombianos. Por traer consigo 
dos nombres que concordaron parcialmente con el nombre de un funcionario que efectivamente 
si laboraba en la Policía Nacional de Colombia.

Importancia de los medios de prueba en la individualización e identificación

Sobre la identificación legalmente obtenida el CUD y el vigente CGD, no traen consigo un título 
destinado para la identificación e individualización del autor o autores de una falta disciplinaria. 
Es por ello, que en aplicación al principio de remisión normativa debemos acudir al C.P.P, en el 
capítulo IV, título métodos de identificación. En su artículo 251 estipula que para lograr la identifi-
cación de seres humanos, se podrán apoyar en los métodos de que dispone la criminalística para 
la identificación. Presenta la norma una serie de posibilidades como: huellas digitales, caracteri-
zación morfológica, las cartas dentales, perfiles genéticos en AND; estudios en sangre y semen, 
análisis capilar o cabellos como de pelos y vellos; cotejo de voz; comparación manuscritural; per-
filación por patrón de conducta; o huellas o impresiones hechas al caminar.

Complementando la identificación, el C.P.P en los artículos 252 introduce el reconocimiento me-
diante fotografías o videos y el artículo 253 reconocimiento mediante fotografías por parte de tes-
tigos o víctima del injusto. Como se puede detallar en las normas relacionadas, los anónimos no 
constituyen un método de identificación.  Infiriendo razonablemente, que el Congreso de la Repú-
blica estipula medios de prueba en la identificación susceptibles de contradicción y búsqueda de 
certeza para el operador jurídico sobre la individualización e identificación del sujeto investigado.

Es por ello, que el debido proceso en el procedimiento de identificación e individualización cobra 
tanta relevancia y la Corte Constitucional (2004) lo ampara así. 

La vinculación del sindicado a la actuación penal es una de las etapas fundamentales dentro 
la estructura del proceso punitivo, pues se trata del momento procesal apto e idóneo para 
sustentar la legalidad de las fases superiores de dicha actuación penal, como expresión básica 
del principio de preclusión de los actos procesales. Por ello, sin lugar a duda, una errónea vin-
culación del sindicado ya sea por indagatoria o por declaración de persona ausente, conduce 
a la privación del ejercicio del derecho de defensa de la persona indebidamente vinculada y, 
adicionalmente, invalida dicha actuación procesal, por implicar la afectación sustancial de la 
garantía fundamental del debido proceso.
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De ahí la importancia de las pruebas en las que se sustentan los motivos que dan origen al acto 
administrativo vinculado a un sujeto disciplinable. Navarro (2016), hace una distinción entre ex-
plicar y justificar un acto administrativo. Explicar se dirige a enrostrar las causas que motivaron 
el acto o los fines que se persiguen. Por su parte justificar, tiene la carga de entregar las razones 
(argumentos) de las que se desprende la correcta decisión. Cimentar requiere argumentos que 
soporten una acción, por su parte la explicación se nutre de motivos y hechos. Encontrándose la 
administración pública bajo la responsabilidad de justificar los actos administrativos cuya carac-
terística principal es la demostración y cimentación de sus decisiones. 	

Coloma (2019), define la palabra “prueba” desde su uso y alcance. Indica el autor que cuando se 
usa la expresión medio de prueba, se hace alusión a personas y cosas que suministrarán apoyo 
o contienen el compromiso de entregar información como versiones o impresiones, que darán 
lugar a fortalecer o debilitar una hipótesis o conjeturas acerca de una conducta jurídicamente 
relevante. 

Para Carnelutti (1944), probar es una actividad de comprobación de un señalamiento o un hecho. 
Dicha verificación se nutre de pruebas mediante un procedimiento dirigido al hecho que debe te-
ner fundamento racional. De igual manera indica que los argumentos se denominan pruebas. En 
este punto, la prueba no está en un procedimiento, sino en la importancia de la fundamentación 
del argumento. 

Sobre la valoración de la prueba Carrión (2000), indica que el juez tiene plena libertad para apre-
ciar las pruebas practicadas de acuerdo con las reglas de la lógica, experiencia, criterio racional en 
la apreciación, observación y su propio conocimiento y distanciado como es natural de la arbitra-
riedad. Para Maturana 2014), la sana crítica, es la valoración de la prueba de manera progresiva y 
escalonada, parte desde la percepción, la interpretación y termina en la valoración. 

Devis Echandía (2000), indica, que el juez podrá investigar de oficio la verdad con libertad de apre-
ciación de la prueba, aplicando las reglas de la sana crítica, apreciando el valor de convicción de 
las pruebas, basado en principios sociológicos y lógicos y las reglas de la experiencia. Solo estará 
sometido a las formalidades de la ley o solemnidad requerida para la validez del acto jurídico. 

Lo anterior nos lleva a razonar que si en el proceso EE-MECAL-2021-18, no cuenta con un método 
de identificación o prueba aceptada, susceptible de contradicción el disciplinado no podrá ejercer 
su derecho a la defensa por ende se le está violando el derecho fundamental del debido proceso.
 
Conclusiones

El debido proceso como derecho fundamental de todos los hombres, debe ser garantizado en to-
das sus formas por el Estado. Convirtiéndose en un imperativo de las normas sustanciales y pro-
cesales con las que se administra justicia. El proceso administrativo disciplinario en la función pú-
blica se caracteriza por ser adelantado por un mismo funcionario, obligado a realizar los controles 
de legalidad de las actuaciones procesales y brindar la garantía de los derechos fundamentales de 
los sujetos disciplinables, hasta la decisión de fondo de archivo inhibitorio o sanción disciplinaria. 
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La Oficina de Control Interno Disciplinario de la Policía Metropolitana de Cali, acumuló el proceso 
EE-MECAL-2021-18 con la queja número 160/2021, sin que en el primero se hubiera identificado 
aún al sujeto destinatario de la acción disciplinaria. De lo anterior se colige que, para llegar a la 
identificación del sujeto disciplinable, se acumularon los procesos de forma indebida, y se valoró 
como prueba la queja anónima, documento carente de peso probatorio, contradicción y auten-
ticación de su emisor. Los actos administrativos de trámite o sustentación deben estar debida-
mente motivados desde la parte normativa y probatoria como garantía del debido proceso. No 
siendo el caso del proceso objeto de estudio, en donde la Oficina de Control Interno Disciplinario 
de la Metropolitana de Cali, no motivó en debida forma con fundamentos jurídicos y probatorios 
el acto administrativo que vinculó la noticia disciplinaria anónima 160/2021 al proceso EE-ME-
CAL-2021-18.

La Oficina de Control Interno Disciplinario del Departamento de Policía Valle, también olvidó pon-
derar el fin legal de la administración de justicia con el derecho fundamental al debido proceso y 
presunción de inocencia. Puesto que como se observó en desarrollo de la tesis, omitió el deber 
constitucional y legal de llegar en debida forma a la identificación del sujeto disciplinable a partir 
de medios probatorios legalmente reconocidos y aceptados por la comunidad técnico-científica 
en garantía a la defensa y contradicción que le asiste al procesado. Realizando lo contrario, usó 
un anónimo como fuente de identificación que niega la posibilidad del ejercicio de la defensa ma-
terial del sujeto disciplinable.
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